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        Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos  Aires






Buenos Aires,  28 de enero de 2003.

RES. N° 13/2003

VISTO:



Las atribuciones conferidas por el art. 116 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y por la ley 31, lo dispuesto por los arts. 131, 132, 133 y concordantes de la Resolución n° 301/2002; y las actuaciones identificadas como “expediente n° 97/02 – reconstrucción”, y

CONSIDERANDO:



Que, a propuesta de la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, el Consejo de la Magistratura, en su anterior integración, aprobó la compra del inmueble sito en la calle Hipólito Yrigoyen 932 de la Ciudad de Buenos Aires, en la suma de U$S 1.550.000 más una comisión del 3 % más I.V.A. que se abonó a “Inverdesa Consultores en Inversión y Desarrollo” (conforme Acta del Plenario n° 75 del 28 de diciembre de 1999, y Resolución n° 190 del 29 de diciembre de 1999).

Que el mismo día de la Resolución del Consejo, 29 de diciembre de 1999, se otorgó la escritura de compraventa,  se pagó íntegramente su precio, y se entregó su posesión, (escritura n° 193 otorgada ante el escribano Aznarez Jauregui), si bien en forma simultánea el Consejo le restituyó la tenencia a la vendedora, hasta que completara la desocupación, que se concretó el 15 de marzo de 2000 (escritura n° 195 y “acta de entrega” del 15 de marzo de 2000)

Que el recibo de pago de la “comisión de compra” fue otorgado, no por la firma “Inverdesa” sino por el Sr. Ernesto Enrique Zwanck, por un monto de $ 56.265 que incluye el I.V.A., no obstante que el nombrado se identifica como “I.V.A. Responsable no inscripto” y que la factura emitida por tal concepto es de tipo “C” (conforme fs. 56 del expediente “reconstruído”)



Que, tanto en el acta de la reunión del Consejo de fs. 21/27, punto 5, como en la subsiguiente Resolución n° 190/99,  se afirma, para sustentar la decisión de compra, que la “estructura, estado y distribución” del inmueble responde a las necesidades requeridas, que su valor de compra se encuentra “por debajo de los precios de mercado, con apreciable ventaja”, y que “el breve tiempo con que se cuenta para perfeccionar la adquisición” aconseja su inmediata aprobación.

Que no resulta de las actuaciones ningún informe ni elemento de juicio que sustente la opinión trasmitida por la Dirección General de Ejecución Presupuestaria, sobre las supuestas ventajas de “estructura, estado y distribución”, datos que el posterior asesoramiento técnico reveló falsos o, al menos, erróneos. 



Que tampoco aparece justificada la invocada conveniencia del precio propuesto para la adquisición, porque las únicas tasaciones destinadas a respaldar el precio de compra son las de “Pilón Negocios de Beneficios Mutuos Inmobiliaria” (fs. 92) y de Alberto M. Echeveste (fs. 93), quienes no dan fundamentos circunstanciados de sus estimaciones, y agregan datos erróneos sobre el inmueble, como sus supuestas “muy buenas condiciones estructurales” y “sus posibilidades de construcción”.

Que no se explica el apresuramiento para la compra del inmueble y el íntegro pago de su precio, cuando se demoró varios meses en recibir la efectiva posesión del mismo, se lo mantuvo durante un año en una situación de inactividad y, cuando se iniciaron obras, fueron exclusivamente dirigidas a su refuerzo estructural. 


Que el pago realizado a favor del señor Ernesto Enrique Zwanck, quien no había intervenido en la negociación, aparece por lo menos como anómalo, a lo que se agrega el haberlo favorecido con un improcedente adicional de $ 9.765 en concepto de I.V.A. 

Que en todo ello se advierten irregularidades que, en el plano de la responsabilidad administrativa, prima facie comprometerían la responsabilidad del Director General de Ejecución Presupuestaria y de los demás funcionarios intervinientes, en particular los autorizantes del pago de fs. 55/56 (art. 131 y 132 del Reglamento Interno, Resolución n° 301/2002)



Que la existencia de una denuncia en trámite ante el Juzgado en lo Criminal de Instrucción n° 12, motivada por algunos de los hechos referidos precedentemente, no es óbice para la apertura y avance del sumario administrativo que se ordena (art. 147 del Reglamento Interno)



Por ello, de conformidad con los arts. 31, 133, 136 y concordantes del Reglamento Interno, 

EL CONSEJO DE LA MAGISTRATURA

DE LA CIUDAD AUTÓNOMA DE BUENOS AIRES

RESUELVE

Art. 1°:  Disponer que el Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación proceda a instruir un sumario administrativo con el objeto de esclarecer los hechos referidos y atribuir las responsabilidades administrativas consecuentes. 

Art. 2°:  Designar a los Dres. Javier Scipioni y Sebastián Peral como secretarios ad hoc para la instrucción del sumario.

Art. 3°: Fijar el plazo de veinte días hábiles para que el Secretario de la Comisión se expida sobre la tarea encomendada.

Art. 4°: Regístrese, comuníquese al Secretario de la Comisión de Disciplina y Acusación del Consejo de la Magistratura, cúmplase y oportunamente archívese.

RESOLUCION N° 13/2003

Bettina Paula Castorino



Juan Sebastián De Stefano

María Magdalena Iráizoz



Abel M. Fleitas Ortiz de Rozas

María Celia Marsili




Diego May Zubiría
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